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Santiago, veintiséis de octubre de dos mil veinte. 

Vistos y teniendo presente:

En estos autos Rol N° 5517-2020, caratulados “Carrasco 

y  otros  con  Servicio  de  Salud  de  Concepción”, los 

demandantes dedujeron recursos de casación en la forma y en 

el fondo en contra de la sentencia de segunda instancia 

dictada por la Corte de Apelaciones de Concepción el siete 

de diciembre de dos mil dieciocho, que revocó el fallo de 

primera instancia pronunciado el trece de febrero de dos 

mil dieciocho por el Tercer Juzgado Civil de Concepción, 

rechazando la demanda de indemnización de perjuicios por 

falta de servicio.

En la especie, don Edgardo Patricio Carrasco Villamán, 

doña Ana María Rojel Belmar, doña Valentina Josefa Migueles 

Rojel y doña Ana Rosa Belmar Betanzo, dedujeron la acción 

antes  mencionada  en  contra  del  Servicio  de  Salud  de 

Concepción,  pretendiendo  la  indemnización  del  daño 

extrapatrimonial sufrido por la muerte de Melanie Romanette 

Carrasco Rojel, hija, hermana y nieta de los actores.

Explican que el 7 de julio de 2013, alrededor de las 

03:00 horas, Melanie Carrasco, de 15 años de edad en ese 

entonces, comenzó a sentir náuseas y dolor de estómago, 

síntomas  que  se  agudizaron  durante  el  día  derivando  en 

vómitos. En estas condiciones, a las 18:35 horas de aquel 

día ingresó al Servicio de Urgencia de la Clínica Sanatorio 

Alemán de Concepción, lugar donde se le diagnosticó una 

“pancreatitis  aguda”,  estimándose  indispensable  su 
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internación  en  una  Unidad  de  Cuidados  Intensivos  o 

Intermedios,  sin  que,  en  ese  momento,  el  recinto 

asistencial mencionado contase con cupos disponibles.

Refieren que, ante tal situación, a las 20:57 horas la 

adolescente fue trasladada por un móvil del SAMU hasta el 

Hospital Regional de Concepción, dejándose constancia, al 

momento  de  su  ingreso,  que  padecía  de  una  pancreatitis 

aguda. 

Indican que, más tarde, a las 21:04 horas del mismo 

día,  se  efectuó  un  “control  de  selector  de  demanda”, 

categorizándose  a  la  paciente  como  “C3”,  ordenándose  su 

hospitalización. Sin embargo, se mantuvo en los pasillos 

del hospital hasta las 23:45 horas, en la camilla de la 

ambulancia, momento en que se le suministró una camilla del 

Servicio de Urgencia. Luego de aquello, se le practicaron 

exámenes de ecotomografía y de sangre, y se le suministró 

suero con insulina. 

Precisan que el 8 de julio de 2013, a las 05:40 horas, 

aún  sin  ser  hospitalizada,  sufrió  un  paro  cardiaco  en 

presencia de su madre quien la acompañaba, siendo ingresada 

a la sala de reanimación del Servicio de Urgencia. Pese a 

ello, a las 06:20 horas se constató el fallecimiento de la 

paciente, consignándose como causa de la muerte: “sepsis de 

origen abdominal, originada por una obstrucción intestinal 

como consecuencia de una pancreatitis aguda”.

Agregan que, con motivo de aquel desenlace, se inició 

un  sumario  administrativo  terminado  por  sobreseimiento, 
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según resolución de 28 de abril de 2014. Paralelamente, se 

siguió una investigación criminal, ingresada bajo el RIT 

11743-13 del Juzgado de Garantía de Concepción, en cuyo 

desarrollo fueron formalizados 4 médicos dependientes del 

Hospital Regional de Concepción, imputándoseles la calidad 

de autores de un cuasi delito de homicidio.

Expresan que, en el contexto de dicha causa penal, el 

Servicio Médico Legal emitió el Informe Pericial Nº 121-15, 

que  concluyó  que  en  la  atención  de  Melanie  Romanette 

Carrasco Rojel se incurrió en los siguientes errores: (i) 

Presentando hipotensión y bradicardia, la paciente debió 

ser clasificada por lo menos como “C2”, pero no como “C3”, 

pues  está  última  categoría  se  aplica  sólo  a  pacientes 

estables; (ii) no obstante, fue atendida dentro de los 20 

minutos siguientes a su ingreso sin que se consignara la 

gravedad  de  la  paciente,  que,  por  su  inestabilidad, 

requería  ser  trasladada  prioritariamente  a  la  Unidad  de 

Cuidados Críticos; (iii) en la segunda atención médica, 5 

horas  después  de  su  ingreso,  se  dejó  constancia  de  la 

imposibilidad de derivación a dicha unidad al no haber cupo 

disponible; y, (iv) concluye que  “el personal médico no 

realizó las acciones adecuadas de acuerdo al cuadro clínico 

que en ese momento se presentaba, existiendo falta a la Lex 

Artis Médica en este caso”. 

Narran que, posteriormente, con fecha 22 de noviembre 

de  2016  el  Servicio  Médico  Legal  emitió  un  informe 

complementario,  ratificando  lo  dicho  y  agregando  que  el 
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personal  del  Hospital  Clínico  Regional  de  Concepción  no 

dejó constancia de las acciones a adoptar ante la falta de 

cupo en la unidad de mayor complejidad.

Afirman que, de ese modo, el demandado ha incurrido en 

falta de servicio, por el mal funcionamiento de un órgano 

administrativo bajo su dependencia, puesto que: (i) Erró en 

la clasificación de la paciente como “C3”; (ii) no detectó 

la real gravedad del estado de salud de la adolescente; 

(iii)  no  concretó  la  hospitalización  y  mantuvo  a  la 

paciente en un pasillo del hospital hasta que sufrió el 

paro cardiorrespiratorio que le causó la muerte; y, (iv) 

omitió el necesario traslado a otro centro asistencial ante 

la falta de cupo.

Esgrimen haber sufrido daño moral por la pérdida de su 

hija, hermana y nieta, atendido el sufrimiento que en cada 

actor  causó  la  muerte  de  la  adolescente  y  las 

circunstancias  en  que  ello  ocurrió,  avaluando  tal 

padecimiento  en  $80.000.000  por  cada  demandante, 

solicitando  que  se  condene  al  Servicio  de  Salud  de 

Concepción al pago de dichas sumas, con costas.

Al contestar, la demandada instó por el rechazo de la 

demanda  en  todas  sus  partes,  con  costas.  En  subsidio, 

requirió  la  reducción  de  la  indemnización  a  conceder, 

calificando a la pretensión indemnizatoria como excesiva. 

La sentencia de primera instancia acogió parcialmente 

la demanda, sólo en cuanto concedió en favor del padre 

demandante $15.000.000, y ordenó el pago de $25.000.000 en 
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favor  de  cada  una  de  las  actoras  restantes.  Tuvo  en 

consideración para ello que los errores detectados por el 

Servicio Médico Legal en su informe son constitutivos de 

falta de servicio, y deben ser considerados como la causa 

del resultado dañoso pues, al menos, privaron a la paciente 

de la chance de salvar su vida. En cuanto al daño, lo da 

por acreditado con motivo de la relación de parentesco, 

unido al mérito de los informes psicológicos de cada actor 

y a lo dicho por los testigos que declararon en juicio.

Aquel fallo fue complementado mediante resolución de 7 

de abril de 2018, que agregó a lo resolutivo el rechazo de 

la excepción e imprevisibilidad del daño, propuesta por el 

Servicio demandado.  

Deducida apelación por ambas partes, la sentencia de 

segunda instancia revocó el fallo en alzada y rechazó la 

demanda en todas sus partes, con costas. A tal veredicto 

arribó  luego  de  expresar  que  la  prueba  rendida  es 

insuficiente para dar por establecida la relación causal 

entre los reproches formulados en contra del Servicio de 

Salud y la muerte de la paciente, puesto que la patología 

que  sufría  era  de  tal  gravedad  que  el  desenlace, 

probablemente, habría sido el mismo cualquiera fuesen los 

cuidados y atenciones que se brindasen a la adolescente.

Respecto  de  esta  decisión  la  demandante  dedujo 

recursos de casación en la forma y en el fondo.

Se trajeron los autos en relación.

CONSIDERANDO:
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PRIMERO:  Que, al conocer este tribunal del presente 

asunto por la vía de los recursos de casación interpuestos, 

se ha advertido que la sentencia podría adolecer de un 

vicio de aquellos que dan lugar a la casación en la forma y 

respecto de  los  cuales  el  artículo  775  del  Código  de 

Procedimiento Civil autoriza para proceder de oficio.

SEGUNDO: Que, para la vista de la causa en segunda 

instancia, la Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de 

Concepción  fue  integrada  por  el  Ministro  Titular  Sr. 

Hadolff Ascencio Molina, el Ministro Suplente Sr. Waldemar 

Koch  Salazar  y  el  Abogado  Integrante  Sr.  Marcelo  Matus 

Fuentes, jueces que, ciertamente, concurrieron al estudio, 

acuerdo y fallo revocatorio subsecuente.

TERCERO: Que, con posterioridad a la dictación de la 

sentencia de segundo grado, consta la siguiente actividad 

procesal en el expediente electrónico:

a) En  el  folio  Nº  44,  el  apoderado  de  los 

demandantes  solicitó  la  nulidad  procesal  de  la 

sentencia revocatoria y de todo lo obrado a partir 

de la vista de la causa, denunciando que el Abogado 

Integrante  Sr.  Marcelo  Matus  Fuentes  posee  la 

calidad de Jefe de la Zona Sur de la Fundación de 

Asistencia  Legal  Colegio  Médico  (en  adelante, 

“FALMED”), organismo que asumió la defensa de dos 

de los médicos imputados en sede criminal, por los 

mismos hechos que motivan la presente acción civil. 

De esta manera, alude como vulnerado su derecho a 
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un tribunal competente, independiente e imparcial, 

consagrado  en  la  Constitución  Política  de  la 

República y diversos tratados internacionales sobre 

derechos humanos, ratificados por Chile y que se 

encuentran vigentes, precisando que al juez aludido 

le afectaban las causales de inhabilidad previstas 

en el artículo 196, numerales 4 y 10, y 198 del 

Código Orgánico de Tribunales. Deja constancia, el 

articulista, que los hechos antes descritos habrían 

llegado a su conocimiento sólo con ocasión de la 

preparación de los recursos de casación en la forma 

y  en  el  fondo  que  interpuso  en  contra  de  la 

decisión revocatoria.

b) En  el  folio  Nº  119,  consta  la  resolución 

dictada  por  la  Cuarta  Sala  de  la  Corte  de 

Apelaciones  de  Concepción  el  12  de  diciembre  de 

2019,  que  rechazó  sin  costas  el  incidente  de 

nulidad  procesal  antes  resumido.  Tuvo  en 

consideración para ello, en primer lugar, que el 

incidente  habría  sido  interpuesto  de  manera 

extemporánea, por cuanto la inhabilidad del Abogado 

Integrante en cuestión no fue planteada previo o 

durante  la  vista  de  la  causa,  así  como  tampoco 

dentro  del  plazo  de  cinco  días  previsto  en  el 

artículo 83 del Código de Procedimiento Civil. A 

mayor abundamiento, se concluyó que las causales de 

inhabilidad  invocadas  por  el  incidentista  no  se 
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configuraban, puesto que el demandado Servicio de 

Salud  de  Concepción  no  registra  ninguno  de  los 

vínculos previstos en el numeral 4 del artículo 196 

del Código Orgánico de Tribunales con el Abogado 

Integrante Sr. Matus, quien tampoco ha manifestado 

su  dictamen  sobre  la  cuestión  pendiente,  en  los 

términos del numeral 10º de la misma norma, ni ha 

patrocinado causa alguna en que se ventile la misma 

cuestión que aquí se debe resolver.   

CUARTO: Que, contrario a lo resuelto por el tribunal 

de alzada, esta Corte Suprema advierte que  la sentencia 

definitiva  de  segunda  instancia  fue  dictada  con  la 

concurrencia  de  un  juez  legalmente  implicado  o  cuya 

recusación debió haber estado pendiente, en los términos 

comprendidos  en  el  artículo  768  Nº  2  del  Código  de 

Procedimiento Civil.

QUINTO: Que, en efecto, el inciso 1º del artículo 198 

del Código Orgánico de Tribunales expresa: “Además de las 

causales de implicancia o recusación de los jueces, que 

serán  aplicables  a  los  abogados  llamados  a  Integrar  la 

Corte Suprema o las Cortes de Apelaciones, será causal de 

recusación respecto de ellos la circunstancia de patrocinar 

negocios  en  que  se  ventile  la  misma  cuestión  que  debe 

resolver el tribunal”.

SEXTO: Que, en el caso de marras, son hechos asentados 

en el expediente electrónico los siguientes:
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a) El 28 de marzo de 2016, en causa RIT 11743-2013 

del Juzgado de Garantía de Concepción, fueron formalizados 

los  Médicos  Jorge  Yáñez  Villaseñor  y  Carolina  Aguilar 

Lausic, como autores del delito culposo de homicidio en 

contra de la adolescente Melanie Romanette Carrasco Rojel, 

en grado de ejecución de consumado.

b) Los  hechos  motivo  de  aquella  formalización 

coinciden  con  los  hechos  que  en  esta  causa  civil  son 

calificados por la demandante como constitutivos de falta 

de servicio.

c) En  la  causa  criminal  individualizada  en  el 

literal “a” precedente actuó como defensor particular de 

ambos imputados el abogado Nicolás Hauri Jerez.

d) La  representación  judicial  mencionada  en  el 

literal anterior obedece a la asistencia legal que FALMED 

presta  a  sus  beneficiarios,  fundación  que  actúa  como 

empleadora del abogado Sr. Hauri Jerez.

e) El Abogado Integrante Sr. Matus Fuentes también 

desempeña labores remuneradas para FALMED, como jefe del 

equipo jurídico zonal sur.

f)  En  su  declaración  como  testigo  durante  la 

tramitación del incidente de nulidad procesal de la vista 

de la causa, el Abogado Integrante Sr. Matus reconoció como 

efectivos las siguientes circunstancias: (i) Que comunicó a 

la Corte de Apelaciones de Concepción, tal como todos los 

años,  el  afectarle  causal  de  inhabilidad  respecto  del 

Colegio Médico de Chile y de asuntos patrocinados por el 
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abogado  Nicolás  Hauri  Jerez,  entre  otras  personas  y 

organizaciones; (ii) que trabaja para FALMED desde 2011; 

(iii) que se ha desempeñado como Abogado Integrante de la 

Corte  de  Apelaciones  de  Concepción  durante  los  últimos 

cuatro años; (iv) que su oficina particular se ubica en la 

sede del Colegio Médico; (v) que los médicos formalizados 

en la causa criminal antes mencionada no son colegiados, 

pero  sí  afiliados  a  FALMED,  organización  que  asumió  su 

defensa; (vi) que dentro de su rol en FALMED le corresponde 

saber  el  estado  procesal  de  las  causas  que  lleva  la 

fundación y, por ello, estaba en conocimiento del estado de 

la causa RIT 11743-2013, e incluso sabía de antecedentes 

que no constaban en el proceso civil; (vii) que FALMED 

también asume, en ciertas ocasiones, la representación de 

médicos  en  demandas  civiles  sobre  indemnización  de 

perjuicios; (viii) que actúa como supervisor de los demás 

abogados de FALMED, al menos en la zona sur; y, (xi) que 

sabía que uno de los testigos que declaró en favor del 

demandado en este juicio indemnizatorio es el médico Jorge 

Yáñez Villaseñor, formalizado en sede penal, y defendido 

por FALMED. 

SÉPTIMO: Que  el  artículo  8,  numeral  1º,  de  la 

Convención Americana Sobre Derechos Humanos establece, como 

garantía judicial exigible por toda persona, el derecho a 

un tribunal  “independiente e imparcial”, directriz que es 

reiterada, en idénticos términos, en el artículo 14 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
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Por su parte, es el Código Iberoamericano de Ética 

Judicial, incorporado a los “Principios de Ética Judicial” 

contenidos en el acta Nº 262-2007 de esta Corte Suprema, el 

instrumento que se ha encargado de detallar la forma como 

aquel objetivo de independencia e imparcialidad se ha de 

concretar.

Así, su artículo 9º indica: “La imparcialidad judicial 

tiene su fundamento en el derecho de los justiciables a ser 

tratados por igual y, por tanto, a no ser discriminados en 

lo  que  respecta  al  desarrollo  de  la  función 

jurisdiccional”. 

Acto  seguido,  su  artículo  10  expresa:  “El  juez 

imparcial  es  aquel  que  persigue  con  objetividad  y  con 

fundamento  en  la  prueba  la  verdad  de  los  hechos, 

manteniendo a lo largo de todo el proceso una equivalente 

distancia con las partes y con sus abogados, y evita todo 

tipo  de  comportamiento  que  pueda  reflejar  favoritismo, 

predisposición o prejuicio”. 

A continuación, su artículo 11 mandata: “El juez está 

obligado a abstenerse de intervenir en aquellas causas en 

las que se vea comprometida su imparcialidad o en las que 

un observador razonable pueda entender que hay motivo para 

pensar así”. 

Finalmente, su artículo 13 prescribe:  “El juez debe 

evitar toda apariencia de trato preferencial o especial con 

los  abogados  y  con  los  justiciables,  proveniente  de  su 
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propia conducta o de la de los otros integrantes de la 

oficina judicial”. 

OCTAVO: Que, de esta manera, interpretando el artículo 

198  del  Código  Orgánico  de  Tribunales  a  la  luz  de  los 

instrumentos  internacionales  detallados  en  el  motivo 

anterior,  debe  concluirse  que  la  “circunstancia  de 

patrocinar negocios en que se ventile la misma cuestión que 

debe  resolver  el  tribunal”, prescrita  como  causal  de 

recusación especial aplicable a los Abogados Integrantes de 

los tribunales superiores de justicia, debe ser entendida 

en un sentido amplio, no sólo reducida a la figura procesal 

que formalmente regula la Ley Nº 18.120, sino que extensiva 

a toda figura donde quien se desempeña como adjudicatario 

asesora,  supervisa  u  orienta  jurídicamente  a  sujetos 

involucrados  en  los  mismos  hechos,  o  pertenece  a  una 

organización  jurídica  que  orgánicamente  cumple  tales 

funciones.

NOVENO: Que,  en  el  caso  concreto,  el  Abogado 

Integrante Marcelo Matus Fuentes ha reconocido desempeñar 

labores de jefatura jurídica en la Fundación de Asistencia 

Legal Colegio Médico, organismo que asumió la defensa en 

juicio  criminal  de  dos  profesionales  de  la  salud  que 

tuvieron  participación  en  los  hechos  que  aquí  los 

demandantes  reputan  como  constitutivos  de  falta  de 

servicio, uno de los cuales compareció como testigo en esta 

causa  civil,  afirmando,  el  Sr.  Matus,  haber  estado  en 

conocimiento de antecedentes propios del juicio penal que 
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no obraban en este procedimiento civil, en su calidad de 

supervisor de dicha defensa.

DÉCIMO: Que, como se desprende con toda evidencia de 

lo que se ha venido diciendo, al Abogado Integrante Sr. 

Marcelo Matus Fuentes le afectaba, al momento de la vista 

de la causa en segunda instancia, la causal especial de 

recusación prevista en el artículo 198 del Código Orgánico 

de Tribunales, impedimento que no puso en conocimiento de 

las partes, como imperativamente lo exige el artículo 199 

del mismo cuerpo normativo.

Entender  lo  contrario,  significaría  incumplir  la 

obligación de poner a disposición de todo justiciable un 

tribunal imparcial e independiente, pues malamente podría 

sostenerse, frente a los hechos descritos en los motivos 

sexto y octavo precedentes, que se haya satisfecho la carga 

de  proscribir  toda  “apariencia  de  trato  preferencial  o 

especial” bajo el estándar de un “observador razonable”.

UNDÉCIMO: Que  la  circunstancia  que  en  este  juicio 

ordinario indemnizatorio se haya demandado sólo al Servicio 

de Salud de Concepción no suprime lo antes razonado, si se 

considera que el artículo 44 de la Ley Nº 18.575, luego de 

reconocer la posibilidad de perseguir la responsabilidad de 

los órganos de la Administración por falta de servicio, 

faculta al Estado para “repetir en contra del funcionario 

que hubiere incurrido en falta personal”, situación en la 

que,  eventualmente,  podrían  verse  involucrados  los 

profesionales  médicos  defendidos  por  FALMED,  bajo  la 
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condición de que en estos antecedentes se imponga al órgano 

fiscal  una  obligación  indemnizatoria,  resultado  que, 

precisamente,  dependía  de  la  decisión  adoptada  por  el 

tribunal colegiado integrado por el Abogado Integrante Sr. 

Matus, quien, valga la insistencia, desempeña paralelamente 

labores remuneradas de jefatura y supervisión jurídica en 

FALMED.    

DUODÉCIMO:  Que  lo  anteriormente  expuesto  autoriza  a 

esta Corte, al no existir otro medio idóneo para corregir 

la deficiencia procesal comprobada, para casar de oficio la 

sentencia de segunda instancia por adolecer del vicio que 

se hizo notar.

De  conformidad,  asimismo,  con  lo  que  disponen  los 

artículos  764,  765,  768,  775  y  786  del  Código  de 

Procedimiento  Civil,  se  casa  de  oficio  la  sentencia  de 

siete de diciembre de dos mil dieciocho, folio Nº 44 del 

expediente  electrónico  de  segunda  instancia,  la  que  por 

consiguiente es nula, así como todo lo obrado a partir de 

la  vista  de  la  causa  en  segunda  instancia,  inclusive, 

quedando el proceso en estado de procederse a una nueva 

vista, por tribunal no inhabilitado, para conocer de los 

recursos de apelación presentados tanto por los demandantes 

como por el demandado.

Atendido  lo  resuelto,  es  innecesario  pronunciarse 

sobre los recursos de casación en la forma y en el fondo 

deducidos  en  lo  principal  y  primer  otrosí  de  la 

presentación folio Nº 122.

DSZJRVHXMH



15

Se previene que el Ministro Sr. Muñoz y la Ministra 

Sra. Sandoval fueron de parecer de poner en conocimiento 

del Tribunal Pleno los hechos mencionados en el fallo que 

antecede, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 

540 del Código Orgánico de Tribunales. 

Regístrese y devuélvase.

Redacción del fallo a cargo del Abogado Integrante Sr. 

Quintanilla y de la prevención sus autores.

Rol Nº 5517-2020.

Pronunciado  por  la  Tercera  Sala  de  esta  Corte  Suprema 

integrada por los Ministros (a) Sr. Sergio Muñoz G., Sra. 

María Eugenia Sandoval G., y Sra. Ángela Vivanco M., y los 

Abogados Integrantes Sr. Álvaro Quintanilla P., y Sr. Pedro 

Pierry A. No firma, no obstante haber concurrido al acuerdo 

de la causa, el Abogado Integrante Sr. Quintanilla por estar 

ausente. Santiago, 26 de octubre de 2020.
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Pronunciado por la Tercera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Sergio Manuel Muñoz G., Maria Eugenia Sandoval G., Angela
Vivanco M. y Abogado Integrante Pedro Pierry A. Santiago, veintiséis de
octubre de dos mil veinte.

En Santiago, a veintiséis de octubre de dos mil veinte, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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